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Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Ramón Andréa
Campello y, en su consecuencia.

1.° Reconocer al recurrente su derecho a la tutela
judicial efectiva.

2.° Declarar la nulidad de los Autos dictados por
la Sección Séptima de la Audiencia Provincial de Valencia
de 21 de diciembre de 1990 y 9 de enero de 1991.
respectivamente. retrotrayendo las actuaciones al
momento procesal oportuno para que se dicte nueva
resolución judicial en la que se tenga por comparecido
al recurrente en el rollo 385/90. que se siguen en dicha
Audiencia Provincial. Sección Séptima. en la apelación
contra la Sentencia dictada por el Juzgado de Primera
Instancia núm. 1 de Elche con fecha 4 de mayo
de 1990, para que se sustancie dicho recurso.

Publrquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado...

Dada en Madrid. a uno de marzo de mil novecientos
noventa y tres.-Luis López Guerra.-Eugenio Díaz
Eimil.-Alvaro Rodrrguez Bereijo.-José Gabaldón
López.-Julio Diego González Campos.-earles Viver
Pi-Sunyer.-Firmados y rubricados.

Sala Segunda. Sentencia 78/1993. de 1 de
marzo. Recurso de amparo 477/1991. Contra
Sentencia de la Sala Tercera del Tribunal
Supremo recaída en recurso de apelación
frente a la dictada por la Sala de lo Conten­
cioso-Administrativo de la Audiencia Nacional.
Vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva: Falta de emplazamiento de la de­
manda.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com­
puesta por don Luis López Guerra. Presidente; don Euge­
nio Díaz Eimil. don Alvaro Rodrrguez Bereijo. don Julio
Diego González Campos y don Caries Viver Pi-Sunyer.
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 477/1991, interpuesto
por ,<lnfilco. Sociedad Anónima.., representada por el Pro,­
curador de los Tribunales don Luis Pozas Granero. y bajo
la dirección letrada de don Fernando Garrido Falla. contra
Sentencia de la Sala Tercera del Tribunal Supremo recar­
da en el recurso de apelación frente a Sentencia de
la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia
Nacional de 10 de mayo de 1988. Han comparecido
el Ministerio Fiscal y el Abogado del Estado. y ha sido
Ponente el Magistrado don Luis López Guerra, quien
expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Con fecha 28 de febrero de 1991, el Procurador
de los Tribunales don Luis Pozas Granero. en' nombre
y representación de <<lnfilco. Sociedad Anónima... pre­
sentó ante el Registro de este Tribunal, demanda de
amparo frente a Sentencia de la Sala Tercera del Tribunal
Supremo. de fecha desconocida. que resolvió favorable

mente un recurso de apelación interpuesto por las
Empresas «Depuración de Aguas. Sociedad Anónima..
y «Construcciones de Ingeniería. Sociedad Anónima...
contra la Sentencia de la Audiencia Nacional de 1O de
mayo de 1988.

Expone la demandante de amparo que en la citada
fecha la Sala de lo Contencioso Administrativo de la
Audiencia Nacional dictó Sentencia en el recurso con­
tencioso-administrativo promovido por la citada Empresa
frente a la Administración General del Estado. La hoy
demandante. <<lnfllco. Sociedad Anónima». había com­
parecido en. el correspondiente procedimeinto como
codemandada. La Sentencia desestimaba el recurso
interpuesto por «Depuración de Aguas. Sociedad Anó­
nima». y «Construcciones de Il1geniería. Sociedad Anó­
nima)).

. El 5 de febrero de 1991 se notificó a «Infilco, Sociedad
Anónima.., providencia de la que resultaba se había
seguido recurso de apelación frente a la Sentencia de
la Audiencia Nacional, recurso en que había recaído Sen­
tencia de la Sala Tercera del Tribunal Supremo. De acuer­
do con la demandante, tal recurso no se le notificó en
ningún momento, ni tuvo posibilidad de defenderse. a
pesar de haber sido. codemandada en el procedimiento
contencioso-administrativo ante la Audiencia Nacional.

Alega la demandante que la tramitación y resolución
del recurso de apelación sin el emplazamiento y comu­
nicación a <<lnfilco, Sociedad Anónima.., ha colocado a
ésta en una situación de indefensión contraria al derecho
a la tutela judicial efectiva consagrada en el art. 24 de
la Constitución. No se han cumplido los mandatos del
arto 98 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Admi­
nistrativa. que establece que sila apelación se admitiese.
se emplazará a las partes para que en el término de
treinta días. comparezcan ante la Sala del Tribunal
Supremmo correspondiente. Pero. pese a tales manda­
tos. y a la doctrina al respecto del Tribunal Constitucional,
no se ha producido ese emplazamiento respecto de <<ln­
filco. Sociedad Anónima.., a quien se privó de compa­
recer en la segunda instancia. a pesar de haber sido
parte codemandada en la primera. Por lo que suplica
se tenga por interpuesto recurso de amparo contra la
Sentencia de fecha desconocida dictada en la apelación
contra la Sentencia de la Audiencia Nacional de 10 de
mayo de 1988.

2. Por provídencia de 30 de abril de 1991. la Sec­
ción Cuarta del Tribunal Constitucional acordó admitir
a trámite la demanda, ¡¡sí como interesar de la Sala Ter­
cera del Tribunal Supremo y de la Sección Primera de
la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia
Nacional ce.rtificación de las actuaciones correspondien­
tes al rollo 1.444/1988 y recurso 15.233. 'respectiva­
mente. debiendo emplazarse previamente para que en
el plazo de diez días pudieran comparecer en el presente
proceso constitucional. a quienes hubiesen sido partes
en dicho recurso. Por providencia de 3 de febrero de
1992.la Sección Tercera del Tribunal acordó acusar reci­
bo de las actuaciones solicitadas y dar vista de las mis­
mas por plazo común de veinte días a la representación
de la demandante en amparo. asr como al Abogado del
Estado y al Ministerio Fiscal. para que pudieran presentar
las alegaciones que estimaran procedentes.

3. Presenta las suyas la recurrente en que precisa
y completa los antecedentes de hecho relatados en su
escrito originario de demanda y expone que «Infilco.
Sociedad Anónima». resultó adjudicataria de un contrato
administrativo para la construcción de una estación
depur¡¡dora en Agu¡¡s de Plasencia (Badajoz). Interpuesto
recurso por «Depuración de Aguas. Sociedad Anónima»,
y «Construcciones e Ingeniería, Sociedad Anónima.., se
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personó la hoy demandante en el procedimiento con­
tencioso-administrativo, solicitando que se anulasen las
actuaciones hasta el momento realizadas y que se retro­
trayera el proceso al momento de contestación a la
demanda, con el fin de que se le notificara la misma.
teniéndola por codemandada. la Sala de lo Contencio­
so-Administrativo dictó Auto estimando la pretensión
deducida. Continuado el procedimiento. finalizó por Sen­
tencia de 10 de marzo de 1988, desestimando el recurso
contencioso-administrativo. A continuación, reitera los
hechos narrados en su escrito inicial de demanda refe­
rentes a la falta de emplazamiento en la apelación, así
como las alegaciones en Derecho ¡¡lIí efectuadas, man­
teniendo que «Infilco, Sociedad Anónima», ha mantenido
una actitud diligente en todo momento, habiendo reac­
cionado puntualmente a lo largo de todo el proceso en
cuanto ha tenido conocimiento de actos causantes de
indefensión. Por ello pide se otorgue el amparo y se
revoque la Sentencia que se impugna. retrotrayendo las
actuaciones al momento. en que la hoy demandante
debió ser emplazada en forma.

4. El Abogado del Estado, en su escrito de alega­
ciones. expone que el presente recurso de amparo plan­
tea la cuestión. tantas veces suscitada ante este Tribunal,
sobre los efectos, en relación con los derechos a la tutela
judicial efectiva y a la no producción de indefensión.
reconocidos en el arto 24.1 C.E... de la falta de empla­
zamiento personal y directa a quienes, ostentando el
derecho a ser considerados como partes, no' puedan
ejercerlo debido a esa falta de emplazamiento. En el
presente caso, parece acreditado que la hoy recurrente
fue parte codemandada en el proceso contencioso-ad­
ministrativo previo, núm. 15.233; sin embargo, no fue
luego emplazada para comparecer en el recurso de ape­
lación que se tramitó ante el Tribunal Supremo y al que
puso término la Sentencia hoy recurrida. Esa falta de
emplazamiento, no constando que tuviese un conoci­
miento extraprocesal de la interposición del recurso, le
privó de la posibilidad de comparecer, de conocer las
alegaciones y pretensiones formuladas por las Socieda­
des apelantes y de oponerse a ellas en defensa de sus
derechos e intereses legítimos, colocando a la Sociedad
recurrente en situación de indefensión, vulnerándose el
derecho a la tutela judicial efE!ctiva reconocido en el
arto 24.1 C.E. A juicio del Abogado del Estado, si el Tri­
bunal estimase el amparo. el fallo habría de declarar
la nulidad de la Sentencia impugnada, reconociendo el
derecho de la Sociedad recurrente a ser debidamente
emplazada en el recurso de apelación y ordenando que
se retrotraigan las actuaciones al momento en que debió
efectuarse dicho emplazamiento por la. Sala de lo Con­
tencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional. En vir­
tud de todo ello, suplica se otorgue el amparo pretendido.

5. En su escrito de alegaciones, presentado el 14
de febrero de 1992. expone el Ministerio Fiscal. tras
resumir los hechos que han dado lugar al recurso, que
de las actuaciones que han sido remitidas resulta que,
no obstante su condición de parte demandada. que como
tal participó en la instancia «Infilco, Sociedad Anónima».
no fue emplazada en la apelación, infringiéndose así lo
dispuesto en el art. 98 de la ley de la Jurisdicción. Y
de esa infracción legal se deriva la vulneración cons­
titucional. ya que, conforme a repetida doctrina del Tri­
bunal Constitucional, el derecho fundamental reconocido
en el arto 24.1 C.E. supone la exigencia de que en ningún
caso pueda producirse indefensión. lo que significa que
en todo proceso judicial y en todas las fases del mismo
debe respetarse el derecho de defensa contradictoria
de las partes intervinientes. para lo cual deben cumplirse
las previsiones legales en orden a hacer saber a las mis"

mas las diversas incidencias procesales y asegurar de
ese modo su posibilidad de defensa forense. Nada de
eso se cumplió en el presente caso. en que la hoy deman­
dante no tuvo oportunidad alguna de participar en la
apelación, que concluyó con un fallo desfavorable a sus
intereses. Por lo demás, no hay dato alguno que permita
sostener que conoció extraprocesalmente la existencia
de la apelación. y de que prefiriera adoptar una posición
pasiva. Se ha producido. según los antecedentes que
constan. una situación de indefensión real de la deman­
dante. por lo que procede anular la Sentencia dictada
en apelación y los trámites procesales precedentes hasta
el momento en que debió ser emplazada la demandante
de amparo para su comparecencia ante el Tribunal
Supremo. debiendo otorgarse. pues. el amparo en estos
términos.

6. Por providencia de fecha 25 de febrero de 1993,
se señaló. el 1 de marzo siguiente. para deliberación y
votación de la presente Sentencia.

11. Fundamentos jurídicos

1. Es doctrina muy reiterada de este Tribunal. en
relación con el derecho de defensa garantizado por el
arto 24.1 C.E.• y en lo que se refiere a los actos de comu­
nicación -citaciones. notificaciones y emplazamiE!nto­
en el proceso que el derecho citado implica la posibilidad
de un juicio contradictotio en el que las partes puedan

" hacer valer sus derechos e intereses legítimos. y. por
ello. el emplazamiento personal. al asegurar que el
demandado pueda comparecer en juicio y defender sus
posiciones frente a la parte demandante.' se convierte
en un instrumento ineludible para garantizar tal derecho.
En consecuencia. cuando estén identificados quienes
deben o' pueden comparecer en calidad de demandados.
resulta obligado su emplazamiento personal como forma
de llamarlos al proceso (por todas. SSTC 251/1988 y
203/1990. entre una larga serie de resoluciones de este
Tribunal). Esta doctrina general se ha visto modulada
en el sentido de que lo decisivo. a efectos de lo previsto
en el arto 24.1 C.E., es evitar la indefensión que pudiera
seguirse de la falta de emplazamiento personal. Por ello.
en aquellos casos en que, a pesar de no haber sido
emplazados directamente, sea evidente que los intere­
sados tuvieron conocimiento del proceso en tiempo hábil
para comparecer y ejercer sus derechos de defensa. no
puede imputarse al órgano judicial infracción alguna del
arto 24.1 C.E.

Por ello. en los casos en que se imputa tal infracción
por ausencia del debido emplazamiento. resulta nece­
sario determinar, "en primer lugar, si efectivamente el
demandante de amparo debía haber sido emplazado,
y se encontraba suficientemente identificado para ello;
en segundo lugar. si el emplazamiento se llevó o no
a cabo de forma personal. y suficiente para que llegara
a conocimiento del destinatario. y. finalmente, si. en todo
caso. tuvo el recurrente en amparo conocimiento de la
existencia del proceso de forma bastante para ejercer
su derecho de comparecencia y défensa.

2. Etl el caso presente, resulta indubitado que «In­
filco, Sociedad Anónima». ahora demandante de amparo,
compareció como codemandada en el procedimeinto
contencioso-administrativo seguido ante la correspon­
diente Sala de la Audiencia Nacional. en que recayó Sen­
tencia de 10 de mayo de 1988; como también que se
encontraba ampliamente identificada en las actuaciones.
Resulta igualmente indubitado que, admitido recurso de
apelación frente a tal Sentencia. formulado por la parte
demandante, el arto 98 de la ley de la Jurisdicción Con- .
tencioso-Administrativa hacía necesario eL emplazamien-
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to de «Infilco. Sociedad Anónima... para que. en el plazo
de treinta días. compareciese ante la Sala del Tribunal
Supremo que procediese. Finalmente. no resulta de las
actuaciones remitidas a este Tribunal que ese empla­
zarniento se realizase en forma alguna. ya que única­
mente consta que se llevó a cabo respecto de la Abo­
gacía del Estado.

Tampoco es posible inferir de las actuaciones remi­
tidas que la hoy recurrente en amparo hubiera tenido
conocimiento de la existencia del mencionado recurso
de apelación ante el Tribunal Supremo. de manera que
hubiera tenido oportunidad de comparecer. como parte
apelada. Por ello, no cabe sino concluir que <<lnfilco.
Sociedad Anónima... se ha visto indebidamente privada.
por falta del preceptivo emplazamiento. de su derecho
constitucional a que no se le cause indefensión. no
habiendo tenido oportunidad de hac~r valer sus alega­
ciones e intereses en el curso de la apelación. Por lo
que procede la concesión del amparo solicitado. en los
términos contenidos en el escrito de alegaciones de la
recurrente.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Estimar el amparo solicitado y. en su virtud:

1.° Declarar la nulidad de la Sentencia de la Sala
Tercera del Tribunal Supremo. de 10 de julio de 1990.
dictada en el recurso de apelación 1.444/1988.

2.° Reconocer el derecho de «Infilco, Sociedad Anó­
nima... a la tutela judicial efectiva sin que se le cause
indefensión.

3.° Restablecer a la recurrente en la integridad de
su derecho. retrotrayendo las actuaciones al momento
en que debió ser emplazada en forma para el citado
recurso de apelación.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado...

Dada en Madrid a uno de marzo de mil novecientos
noventa y tres.-Luis López Guerra.-Eugenio Díaz
Eimil.-Alvaro Rodríguez. Bereijo.-Julio Diego González
Campos.-Carles Viver Pi Sunyer.-Firmados y rubricados.

Sala Primera. Sentencia 79/1993. de 1 de
marzo. Recurso de amparo 1.317/1992. Con­
tra Auto de la Audiencia Provincial de Vito­
ria-Gasteiz dictado en recurso de apelación. .
dimanante del juicio de faltas del Juzgado de
Primera Instancia número 4 -antes Juzgado
de Distrito número 2- de la misma localidad..
Supuesta vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva: ejeCución de la Sentencia en
sus propios términos.

La Sala Primera riel Tribunal Constitucional, compues­
ta por don Miguel Rodríguez..Piñero y Bravo-Ferrer, Pre­
sidente; don Fernando Garcfa-Mon y González-Regueral.
don Carlos de la Vega Benayas, don Vicente Gimeno

Sendra. don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro
Cruz Villalón. Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY .

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.317/92 interpuesto
por la Procuradora doña Esperanza Azpeitia Calvín. en
nombre y representación de doña Trinidad las Heras
Sabando y de don Juan Pascual Sanz Barandalla. bajo
la dirección letrada de don Alberto Nurua Uriarte. contra
el Auto de la Audiencia Provincial de Vitoria-Gasteiz de
24 de abril de 1992. dictado en el recurso de apelación
núm. 95/92. dimanante del juicio de faltas núm. 855/89
del Juzgado de Primera Instancia núm. 4 (antes Juzgado
de Distrito núm. 2) de Vitoria-Gasteiz. Han intervenido
el Ministerio Fiscal y la Frocuradora doña María del Rocío
Sampere Meneses. en nombre y representación de
Unión Social de Seguros. S. A.. defendida por el Letrado
don Juan Pedro Medina. Ha sido Ponente el Presidente
del Tribunal. don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer.
quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 26 de
mayo de 1992, doña Esperanza Azpeitia Calvín. Procu­
radora de los Tribunales, en nombre y representación
de doña Trinidad las Heras Sabando y don Juan Pascual
Sanz Barandalla. interpone recurso de amparo contra
el Auto de la Audiencia Provincial de Vitoria-Gasteiz de
24 de abril de 1992 dictada en recurso de apelación
núm. 95/92. dimanante del juicio de faltas núm.
855/89. en incidente de tasación de costas.

2. La demanda de amparo tiene como base. en sín­
tesis. los siguientes antecedentes:

a) Tramitado juicio de faltas 855/89 por el Juzgado
de Distrito núm. 2, luego Juzgado de Primera Instancia
núm. 4 de Vitoria-Gasteiz y celebrado el oportuno juicio.
se dictó Sentencia y en el 4.° fundamento jurídico se
establecía:

«Que los intereses a pagar serán los que establece
la Disposición adicional de la Ley 3/1989. de 21 de
junio, hasta el momento del pago. y los legales a partir
de ese momento...

Yen su fallo se condenaba a don Angel Chico H.errero.
como autor responsable de una falta prevista y penada
en el arto 586 bis del Código Penal a las penas corres­
pondientes. así como a indemnizar a don Juan Pascual
Sanz Barandalla a una serie de cantidades con los inte­
reses legales correspondientes de dichas cantidades y
costas. siendo responsable civil directo la compañía,
UNIAL.

b) Contra dicha resolución. por la representación
procesal del condenado así como de UNIAL interpuso
recurso de apelación, desistiendo posteriormente de la
apelación anunciada. practicándose por el' Juzgado la
correspondiente tasación de costas. con fecha 12 de
febrero de 1992, en la que se aplicaba el 20 por 100
desde la fecha del accidente. siendo impugnada tanto
por la parte obligada al pago como por los beneficiarios
de la indemnización. por razón de sentencia. Alegándose.
por la parte obligada al pago. que ocurrido el accidente
el 14 de mayo de 1989. la liquidación practicada apli­
caba la Oisposición adicional tercera de la Ley 3/1989
y. por la parte benefiCiaria, se planteaba 'una cuestión
aritmética. error de cálculo; dictándose Auto de fecha


